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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se deroga el Artículo 81 de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone eliminar la disposición relativa, de que los servidores públicos y personal administrativo de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, sean considerados trabajadores de confianza.

Planteada por el Diputado Antonio Nerio Maltos, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 08 de Marzo de 2017.

Turnada a la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE DEROGA EL ARTÍCULO 81 DE LA LEY DE LA COMISIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO ANTONIO NERIO MALTOS.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-
Los que suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, en la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en voz del diputado Antonio Nerio Maltos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 59, fracción I; 60, y 67, fracción IX, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21, fracción IV; 152, fracción I; 161, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente Iniciativa de decreto por el que se deroga el artículo 81 de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza.
CONSIDERACIONES
En principio, es oportuno señalar que el presente instrumento legislativo, surge de un trabajo previo realizado por la Diputada Georgina Cano Torralva, ahora con licencia, quien llevó a cabo una investigación para la construcción de esta Iniciativa que el día de hoy retomamos quienes integramos este Grupo Parlamentario.

De acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 1º, “todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.” De igual modo, se dispone que en todo tiempo deberán interpretarse las normas brindando la mayor protección a la persona y que todas las autoridades tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

El trabajo es uno de esos derechos que adquiere el carácter de fundamental en razón de sus implicaciones tanto para la auto-realización del ser humano como para la obtención de ingresos que le permitan disponer de un nivel adecuado de vida. Asimismo, adquiere el carácter de deber por sus implicaciones productivas dentro de la sociedad.

Al ser un derecho humano, le corresponden las características inherentes al mismo, como lo son: su interpretación pro persona, su universalidad, indivisibilidad, interdependencia, progresividad, así como las obligaciones correlativas del Estado para promoverlo, respetarlo, protegerlo y garantizarlo. El párrafo tercero del artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) dispone:

“Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.”
Junto con lo anterior, toda limitación a dicho derecho debe sujetarse a reglas especiales. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuya jurisprudencia es obligatoria para nuestro país, ha indicado que una limitación a un derecho de orden fundamental sólo puede permitirse en caso de cumplirse con cuatro características: 1. Que la medida a llevar a cabo se encuentre previamente establecida por ley; 2. Que sea necesaria; 3. Que sea proporcional; y 4 que tenga como fin lograr un objetivo legítimo en una sociedad democrática.

Como se aprecia, el carácter de derecho fundamental del trabajo le comporta múltiples características que refuerzan su contenido en un Estado Constitucional y Democrático de Derecho. Además, se encuentra reconocido en una pluralidad de instrumentos internacionales.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos dispone, en su artículo 23, que:  

“Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.  

Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.

Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos.”

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prevé, en sus artículos 6 y 7, que: 
“Artículo 6. 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.
2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y formación tecnicoprofesional, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana.
Artículo 7. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 
a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores:
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual;
ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del presente Pacto;
b) La seguridad y la higiene en el trabajo;
c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad;
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos.”

El artículo 6º del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales (Protocolo de San Salvador), indica que: 
Artículo 6
Derecho al Trabajo
1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada. 
2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados partes se comprometen también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo. 
Una vez precisados los anteriores antecedente, la presente iniciativa de Ley, busca reformar el artículo 81 de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, dado su carácter restrictivo, limitativo e, inconstitucional. 

El texto vigente del artículo en cuestión es el siguiente: 

“ARTÍCULO 81. Todos los servidores públicos y personal administrativo que integren la planta laboral de la Comisión, serán considerados trabajadores de confianza debido a la naturaleza de la función que éstos desempeñan.”

Como puede advertirse, la disposición en cuestión se refiere al derecho fundamental al trabajo. En este caso, a los trabajadores de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la forma de servidores públicos y el personal administrativo. 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos fija los parámetros en cómo la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se estructura, así como también, fija lineamientos o directivas que habrán de seguir las entidades federativas. La CPEUM indica, en su artículo 102, apartado B, lo siguiente:

Artículo 102. 

A. …

B. 
El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos.

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán recomendaciones públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. Todo servidor público está obligado a responder las recomendaciones que les presenten estos organismos. Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las entidades federativas, según corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades o servidores públicos responsables para que comparezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa.
Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales y jurisdiccionales.
El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará Comisión Nacional de los Derechos Humanos; contará con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios.

Las Constituciones de las entidades federativas establecerán y garantizarán la autonomía de los organismos de protección de los derechos humanos.

…

…

…

…

…

…”

Además del contenido de éste artículo, debe indicarse que en ninguna de las reformas constitucionales que lo han afectado, se han fijado reglas relativas al régimen jurídico bajo el cual estarán contratados los trabajadores de la CNDH o de las Comisiones Estatales de Derechos Humanos.
Cómo se sabe, y de acuerdo con el principio de interpretación pro persona, las entidades federativas pueden desarrollar derechos contenidos en el ordenamiento jurídico, siempre y cuando lo hagan con un carácter progresista que beneficie al ser humano. El artículo 1º de la CPEUM indica, en sus párrafos primero y segundo: 

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

…

…

…”

No obstante lo anterior, las entidades federativas no pueden en modo alguno colocar más limitaciones o restricciones que las indicadas por la propia CPEUM en sus correspondientes disposiciones locales. En el caso particular, debe advertirse que, en ningún modo la CPEUM prevé que los trabajadores de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o de las Entidades Federativas deban tener el carácter de trabajadores de confianza por lo que incluir una disposición de este tipo resulta contraria al propio texto constitucional, además de ser restrictiva y limitativa porque el contenido desarrollado que se realiza del régimen laboral de los trabajadores de la Comisión no se realiza con una perspectiva garantista y progresista sino que, ante la diversidad de regímenes labores existentes, se privilegia al de “trabajadores de confianza” que, como es sabido, resulta altamente limitativo.
En consecuencia, y en mérito de todo lo antes expuesto, proponemos ante esta Honorable Soberanía el siguiente proyecto de
DECRETO

ÚNICO. Se DEROGA el artículo 81 de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la siguiente manera: 
Artículo 81. Se deroga. 
Transitorios
Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
Segundo. La la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza realizará dentro del plazo de 90 días naturales, las modificaciones que correspondan a su Reglamento Interior a fin de dar cumplimiento al presente decreto.

ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA, A 7 DE MARZO DE 2017

DIPUTADO ANTONIO NERIO MALTOS

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ
DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN VII Y SE ADICIONA UNA FRACCIÓN AL ARTÍCULO 30 DE LA LEY DE DESARROLLO SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

� CoIDH. Caso Saramaka vs. Surinam. Sentencia de 28 de noviembre de 2007, párrs., 127 y 129. En su tesis de jurisprudencia P./J. 21/2014, cuyo rubro es “Jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Es vinculante para los jueces mexicanos siempre que sea más favorable a la persona”, la Suprema Corte de Justicia de la Nación indicó que: “Los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con independencia de que el Estado Mexicano haya sido parte en el litigio ante dicho tribunal, resultan vinculantes para los Jueces nacionales al constituir una extensión de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que en dichos criterios se determina el contenido de los derechos humanos establecidos en ese tratado. La fuerza vinculante de la jurisprudencia interamericana se desprende del propio mandato establecido en el artículo 1o. constitucional, pues el principio pro persona obliga a los Jueces nacionales a resolver cada caso atendiendo a la interpretación más favorable a la persona…”
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